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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 20910 LEY 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en 

materia de Seguridad Social.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

PREÁMBULO

En el Acuerdo sobre Medidas en materia de Seguridad 
Social, suscrito el 13 de julio de 2006 por el Gobierno, la 
Unión General de Trabajadores, la Confederación Sindical 
de Comisiones Obreras, la Confederación Española de 
Organizaciones Empresariales y la Confederación Espa-
ñola de la Pequeña y Mediana Empresa, que, a su vez, 
trae causa de la Declaración para el Diálogo Social fir-
mada por los mismos interlocutores el 8 de julio de 2004, 
se incluyen una serie de compromisos que implican 
modificaciones en normas con rango de Ley.

Tomando como referencia las prioridades marcadas 
por el Pacto de Toledo en su renovación parlamentaria 
de 2003, se reafirma la necesidad de mantener y reforzar 
determinados principios básicos en los que se asienta el 
sistema de la Seguridad Social como objetivo para garan-
tizar la eficacia del mismo y el perfeccionamiento de los 
niveles de bienestar del conjunto de los ciudadanos. Así, 
se avanza en la plasmación del principio de solidaridad y 
garantía de suficiencia mediante la paulatina mejora y 
extensión de la intensidad protectora, así como en el 
reforzamiento de la unidad de caja. También se intensifica 
la contributividad del sistema, avanzando en una mayor 
proporcionalidad entre las cotizaciones realizadas y las 
prestaciones obtenidas, evitando al mismo tiempo situa-
ciones de falta de equidad en el reconocimiento de estas 
últimas. Asimismo, se progresa en el camino ya iniciado 
de favorecer la prolongación voluntaria de la vida laboral 
más allá de la edad legal de jubilación, sin olvidar tam-
poco la necesidad de paliar las consecuencias negativas 
experimentadas por los trabajadores de más edad expul-
sados prematuramente del mercado laboral. Finalmente, 
es de destacar también el propósito de modernización del 
sistema al abordar las situaciones creadas por las nuevas 
realidades familiares. Todo ello en el contexto de las exi-
gencias que se derivan de la situación sociodemográfica, 
de la que resaltan circunstancias tales como el envejeci-
miento de la población, la incorporación creciente de las 
mujeres al mercado de trabajo y el fenómeno de la inmi-
gración, así como de los criterios armonizadores hacia los 
que se apunta en el ámbito de la Unión Europea, con el 

objetivo de garantizar la sostenibilidad financiera del sis-
tema de pensiones.

La finalidad de esta Ley viene constituida por la nece-
sidad de dar el adecuado soporte normativo a buena 
parte de los compromisos relativos a acción protectora 
incluidos en el referido Acuerdo y que afectan, sustancial-
mente, a incapacidad temporal, incapacidad permanente, 
jubilación y supervivencia.

En materia de incapacidad temporal, y a efectos de 
coordinar las actuaciones de los Servicios de Salud y del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social y evitar la inse-
guridad jurídica que provoca la disparidad de diagnósti-
cos de una y otra instancia, se establece un procedimiento 
mediante el cual el interesado pueda expresar su discon-
formidad ante la inspección médica con respecto al alta 
médica formulada por la Entidad gestora, determinán-
dose los plazos concretos en que se han de pronunciar las 
partes implicadas y los criterios a seguir en caso de dis-
crepancia, garantizándose en todo caso la continuidad de 
la protección del interesado hasta la resolución adminis-
trativa final con la que se culmine el procedimiento. Por 
otra parte, en los casos de agotamiento del período 
máximo de duración de la incapacidad temporal, la situa-
ción de incapacidad permanente revisable en el plazo de 
seis meses, que en la actualidad se genera, es sustituida 
por una nueva situación en la que la calificación de la 
incapacidad permanente se retrasará por el período pre-
ciso, hasta un máximo de veinticuatro meses, prorrogán-
dose hasta entonces los efectos de la incapacidad tem-
poral.

Con relación a la incapacidad permanente, de una 
parte se flexibiliza el período mínimo de cotización exi-
gido a los trabajadores más jóvenes. Por otra parte, se 
modifica la forma de cálculo del importe de las pensiones 
de incapacidad permanente derivada de enfermedad 
común, para aproximarla a la establecida para la pensión 
de jubilación, y también la del complemento de gran inva-
lidez, desvinculándolo del importe de la pensión de inca-
pacidad permanente absoluta.

Por lo que se refiere a la jubilación, y con el fin de 
incrementar la correlación entre cotizaciones y prestacio-
nes, se establece que, para acreditar el período mínimo 
de cotización actualmente exigido para acceder al dere-
cho a la pensión, se computarán únicamente los días 
efectivos de cotización y no los correspondientes a las 
pagas extraordinarias. Con respecto a la edad de jubila-
ción se prevé la posibilidad de aplicar coeficientes reduc-
tores en relación con nuevas categorías de trabajadores, 
previa realización de los correspondientes estudios de 
todo orden, con modificación de las cotizaciones, y sin 
que la edad de acceso a la jubilación pueda situarse en 
menos de 52 años. En relación con quienes prolonguen 
voluntariamente su vida laboral más allá de la edad ordi-
naria de jubilación se establece la percepción de una can-
tidad a tanto alzado, cuando el pensionista tenga derecho 
a la pensión máxima, o de un porcentaje adicional sobre 
la base reguladora de la pensión, cuando no se alcance 
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3. El importe correspondiente, que se abonará en 
catorce pagas, se reconocerá como variación de la cuan-
tía de la pensión de jubilación y se integrará en la misma 
a todos los efectos, incluida la aplicación del límite al que 
se refiere el artículo 47 del texto refundido de la Ley Gene-
ral de la Seguridad Social y sin perjuicio, en su caso, de la 
absorción del complemento por mínimos que se viniera 
percibiendo. Cuando se trate de pensiones reconocidas al 
amparo de normas internacionales, para fijar el importe 
del incremento mensual serán de aplicación las reglas 
establecidas en dichas normas sobre determinación y cálculo 
de la cuantía de las pensiones.

4. La Entidad Gestora reconocerá de oficio o a ins-
tancia de parte el derecho a la mejora regulada en la pre-
sente disposición en el plazo de tres meses contados a 
partir de la entrada en vigor de esta Ley, de acuerdo con 
la información contenida en la base de datos de prestacio-
nes de la Seguridad Social y en el fichero general de afilia-
ción, que acreditarán, respectivamente, los años de coti-
zación cumplidos y el carácter involuntario del cese en el 
trabajo.

Disposición adicional quinta. Prestaciones de orfandad.

1. En los supuestos de orfandad las prestaciones a 
percibir por los huérfanos se otorgarán en régimen de 
igualdad cualquiera que sea su filiación, en los términos y 
condiciones que reglamentariamente se establezcan.

2. El Gobierno, en los próximos ejercicios económi-
cos, adoptará las medidas necesarias para que la cuantía 
mínima de la pensión de orfandad alcance, al menos, el 33 
por ciento de la cuantía del Indicador Público de Renta de 
Efectos Múltiples.

Disposición adicional sexta. Protección de trabajadores 
expuestos a enfermedades de carácter profesional.

El Gobierno modificará, en el plazo de un año, la nor-
mativa que regula la protección de los trabajadores, afec-
tados por las mismas actividades profesionales, en los 
diferentes regímenes de la Seguridad Social, tendiendo a 
la homogeneización del nivel de protección dispensado.

Asimismo, se establecerán reducciones en la cotiza-
ción a la Seguridad Social, correspondiente a los trabaja-
dores afectados por enfermedades profesionales en un 
grado que no dé origen a prestación económica, que sean 
destinados a puestos de trabajo alternativos y compati-
bles con su estado de salud, con objeto de interrumpir la 
desfavorable evolución de su enfermedad.

Disposición adicional séptima. Aplicación de los meca-
nismos de jubilación anticipada y parcial en el ámbito 
de los empleados públicos.

En el plazo de un año, el Gobierno presentará un estu-
dio sobre la normativa reguladora de la jubilación antici-
pada y parcial de los empleados públicos, así como del 
personal de las Fuerzas Armadas y al servicio de la Admi-
nistración de Justicia, que aborde la aplicación de la nor-
mativa reguladora de tales modalidades de jubilación, las 
condiciones en que esta aplicación no genere problemas 
de sostenibilidad a los sistemas de protección social y la 
homogeneización, en términos equiparables, de los dife-
rentes regímenes.

En dicho estudio se contemplará la realidad específica 
de los diferentes colectivos afectados, incluida la del per-
sonal al que le es de aplicación la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de 
los servicios de salud, tomando en consideración las sin-
gularidades que rodean al mismo, desde una perspectiva 
acorde con las prioridades y garantías que se señalan en 
el párrafo anterior.

Disposición adicional octava. Prolongación de la vida 
activa en el Régimen de Clases Pasivas del Estado.

A fin de que a los funcionarios públicos les sea plena-
mente de aplicación lo establecido en el apartado 2 del 
artículo 163 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 1/1994, de 20 de junio, en la redacción dada por el 
apartado Cuatro del artículo 3 de la presente Ley, así 
como los preceptos análogos respecto al Régimen de Cla-
ses Pasivas del Estado, y todo ello con su misma vigencia, 
el Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto 
de ley desarrollando los términos de la prolongación de 
la permanencia en el servicio activo a que se refiere el 
artículo 67.3 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público.

Disposición adicional novena. Asimilación de las perso-
nas que judicialmente hayan sido declaradas incapaces.

A los efectos de la aplicación de la Ley General de la 
Seguridad Social, se entenderá que están afectadas por 
una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por 
ciento, aquellas personas que judicialmente hayan sido 
declaradas incapaces.

Disposición adicional décima. Auxilio por defunción.

El auxilio por defunción se incrementará en un 50 por 
ciento en los próximos 5 años, a razón de un 10 por ciento 
anual. A partir de ese momento, en cada ejercicio, se 
actualizará el auxilio por defunción con arreglo al índice 
de precios al consumo.

Disposición adicional undécima. Apoyo a las familias de 
las personas con discapacidad.

El Gobierno presentará en el Congreso de los Dipu-
tados, en el plazo de un año, un estudio que analice 
globalmente las diferentes posibilidades para las familias 
de las personas en situación de discapacidad (patrimonio 
protegido, previsión social complementaria, convenio 
especial con la Administración de la Seguridad Social y 
beneficios fiscales) a fin de garantizar una renta suficiente 
para las personas discapacitadas que, por la naturaleza o 
gravedad de sus afecciones, no puedan realizar a lo largo 
de su vida una actividad profesional y se encuentren des-
provistas de apoyo familiar.

Disposición adicional duodécima. Mejora de las rentas 
de las familias con menores ingresos.

A su vez, durante los próximos ejercicios presupues-
tarios, la mejora de las deducciones en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, de las prestaciones eco-
nómicas del nivel contributivo de la Seguridad Social y de 
las prestaciones del nivel no contributivo, garantizarán un 
refuerzo de las políticas de apoyo a las familias.

Disposición adicional decimotercera. Consideración de 
la familia numerosa.

Se añade un nuevo párrafo al apartado 2 del artículo 2 
de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las 
Familias Numerosas, con la siguiente redacción:

«El padre o la madre con dos hijos, cuando haya falle-
cido el otro progenitor.»

PAPA
Resaltado



BOE núm. 291 Miércoles 5 diciembre 2007 50197

Disposición adicional decimocuarta. Cómputo, por el 
sistema de la Seguridad Social, de períodos cotizados 
a los Montepíos de las Administraciones Públicas de 
Navarra.

1. A efectos de las pensiones de incapacidad perma-
nente, jubilación y muerte y supervivencia del sistema de 
la Seguridad Social, en cualquiera de sus regímenes, se 
computarán los períodos cotizados por los trabajadores a 
alguno de los Montepíos de las Administraciones Públicas 
de Navarra, siempre que tales períodos no se superpon-
gan a otros cotizados en el citado sistema, tanto para acre-
ditar los períodos de carencia en cada caso exigidos para 
la adquisición del derecho a pensión, como para determi-
nar, en su caso, el porcentaje por años de cotización para 
el cálculo de la misma. Cuando para el cálculo de la base 
reguladora de la correspondiente pensión hubieran de 
tomarse en cuenta períodos que sean objeto de dicho 
cómputo, la determinación de las bases de cotización a 
considerar se llevará a cabo, partiendo de las retribucio-
nes reales de los trabajadores en esos períodos, aplicando 
las normas de cotización vigentes en cada momento en el 
ámbito del Régimen General de la Seguridad Social.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, no se 
computarán en ningún caso los períodos cotizados a los 
expresados Montepíos cuando por los mismos, acumula-
dos en su caso a otros, se haya reconocido derecho a 
pensión en tales Montepíos.

2. Lo establecido en la presente disposición será 
aplicable con carácter retroactivo, siendo revisables, a 
instancia de parte, los expedientes que en su día fueron 
resueltos por la correspondiente Entidad gestora de la 
Seguridad Social, si bien los efectos económicos de 
dichas revisiones sólo se producirán a partir del día pri-
mero del mes siguiente al de la fecha de la correspon-
diente solicitud.

3. El cómputo que se regula en los párrafos anterio-
res se realizará en tanto en cuanto por la Comunidad Foral 
de Navarra se proceda en igual sentido en relación con 
los períodos de cotización acreditados en el sistema de la 
Seguridad Social, en aplicación de lo previsto al respecto, 
a partir de la Ley Foral 13/1993, de 30 de diciembre, en las 
sucesivas Leyes Forales de Presupuestos Generales de 
Navarra y en el artículo 30 de la Ley Foral 10/2003, de 5 de 
marzo, sobre régimen transitorio de los derechos pasivos 
del personal funcionario de los Montepíos de las Admi-
nistraciones Públicas de Navarra.

La presente disposición no será de aplicación en rela-
ción al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Funcionarios Civiles del Estado, al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de las Fuerzas Armadas y al Régimen 
Especial de la Seguridad Social del personal al servicio de 
la Administración de Justicia.

Disposición adicional decimoquinta. Relación laboral y 
de Seguridad Social de los artistas en espectáculos 
públicos.

El Gobierno procederá, en el plazo de un año, a la 
actualización de las normas que regulan la relación labo-
ral de carácter especial de los artistas en espectáculos 
públicos y del régimen de Seguridad Social aplicable a los 
mismos, a fin de facilitar la generación de carreras de coti-
zación con la menor intermitencia posible y de adecuar 
dichas normas a las nuevas modalidades de prestación de 
servicios.

Disposición adicional decimosexta. Régimen Especial 
de Trabajadores del Mar.

Se modifica el apartado b) del artículo 2 del texto 
refundido de las Leyes 116/1969, de 30 de diciembre, 

y 24/1972, de 21 de junio, por el que se regula el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del 
Mar, aprobado por Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, 
que queda redactado en los siguientes términos:

«b) Trabajadores por cuenta propia o autóno-
mos que realicen de forma habitual, personal y 
directa alguna de las actividades que a continuación 
se enumeran, siempre que la misma constituya su 
medio fundamental de vida y concurran las demás 
circunstancias que reglamentariamente se determi-
nen respecto a cada una de dichas actividades:

1.º Los armadores de pequeñas embarcaciones 
que trabajen a bordo de ellas.

2.º Los que se dediquen a la extracción de pro-
ductos del mar.

3.º Los rederos que no realicen sus faenas por 
cuenta de una empresa pesquera determinada.

Se presumirá que las anteriores actividades 
constituyen su medio fundamental de vida, a efec-
tos de la inclusión en este Régimen Especial, siem-
pre que de las mismas se obtengan ingresos para 
atender a sus propias necesidades o, en su caso, las 
de la unidad familiar, aun cuando con carácter oca-
sional o permanente realicen otros trabajos no espe-
cíficamente marítimo-pesqueros determinantes o 
no de su inclusión en cualquier otro de los Regíme-
nes del Sistema de la Seguridad Social.»

Disposición adicional decimoséptima. Régimen Espe-
cial de Seguridad Social de los Funcionarios Civiles 
del Estado.

Se introducen las siguientes modificaciones en el 
texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social de los 
Funcionarios Civiles del Estado, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 4/2000, de 23 de junio:

Uno. El apartado 2 del artículo 20 queda redactado 
del siguiente modo:

«2. Cuando la situación de incapacidad tempo-
ral se extinga por el transcurso del plazo máximo 
establecido, se procederá al examen de la misma en 
los términos y plazos establecidos en el Régimen 
General de la Seguridad Social al objeto de la corres-
pondiente calificación del estado del funcionario 
como incapacitado con carácter permanente para las 
funciones propias de su Cuerpo o Escala y declara-
ción de jubilación por incapacidad permanente para 
el servicio. En aquellos casos en los que, continuando 
la necesidad de tratamiento médico por la expecta-
tiva de recuperación o la mejora del estado del fun-
cionario con vistas a su reincorporación al servicio, la 
situación clínica del interesado hiciera aconsejable 
demorar la citada calificación, y así se haya dictami-
nado en informe razonado sobre la capacidad o inca-
pacidad del funcionario por el Equipo de Valoración 
de Incapacidades de la Dirección Provincial del Insti-
tuto Nacional de la Seguridad Social de la provincia 
en que tenga su domicilio aquél, o por la Unidad de 
Valoración que resulte procedente de acuerdo con el 
Cuerpo o Escala del funcionario, dicha calificación 
podrá retrasarse por el período preciso, que en nin-
gún caso podrá rebasar los veinticuatro meses 
siguientes desde la fecha en que se haya iniciado la 
situación de incapacidad temporal.»

Dos. El apartado 3 del artículo 21 queda redactado 
en los siguientes términos:

«3. El derecho al subsidio económico por inca-
pacidad temporal, cualquiera que sea la situación 
que haya dado lugar al mismo, se entenderá, en 


